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Acta número ___ de 19 de mayo de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por CARLOS ANDRÉS RAMÍREZ GUTIÉRREZ, quien actúa en nombre propio, ante la presunta violación de su derecho fundamental a la salud, a la seguridad social y a la dignidad humana.
IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Carlos Andrés Ramírez Gutiérrez, identificado con cédula de ciudadanía No. 9.865.855 de Pereira. 
ACCIONADO:
Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda.
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata el accionante que pertenece al sistema de seguridad social en salud a través de sanidad militar, que es un paciente diabético, hipertenso, con úlcera varicosa y trombosis venosa en ambos pies y que para tratar esas patologías su médico tratante le ordenó una cita con nutricionista, la cual no le ha sido autorizada por la accionada aunque ha transcurrido aproximadamente un año, por lo tanto, el inicio del tratamiento se ha demorado y consecuente con ello, su salud se ha ido deteriorando.
Indica que presenta ulceras en ambos pies por lo que requiere curaciones dos veces por semana, sin embargo, el médico cirujano le ha manifestado la imposibilidad de realizárselas en el consultorio, salvo que le cancele por dicho servicio.

Finalmente refiere que es una persona de escasos recursos económicos, por lo que ni puede asumir el costo de medicamentos o curaciones.

Conforme a lo anterior, solicita ordenar a la accionada que de manera inmediata autorice la cita con el nutricionista y se ordene el tratamiento integral en relación con las patologías que padece.
II. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA:
La entidad accionada indicó que ha prestado todos los servicios requeridos por el accionante, salvo el de la valoración con nutricionista porque dicho servicio no es prestado por las instituciones que hacen parte de la red interna, por lo que se atenderá a través del Dispensario Médico de la ciudad de Armenia, para lo cual el señor Ramírez deberá presentar los documentos y órdenes clínicas originales para proceder con el trámite y entrega de la respectiva autorización. 
Con el objeto de verificar lo anterior, este Despacho se comunicó con el accionante al número móvil 3208973846, donde el accionante informó que pese a haber acudido al Batallón, no le fue entregada la autorización porque no habían logrado conseguir la cita en la ciudad de Armenia.  
III. CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 
¿En el presente asunto se advierten vulnerados los derechos fundamentales del accionante por la falta de autorización de la cita para valoración por nutricionista?
En caso positivo, ¿es procedente ordenar a la accionada que brinde el tratamiento integral en relación con las patologías que presenta el actor?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Derecho a la salud 

Frente a este derecho, la H. Corte Constitucional ha expuesto reiteradamente lo siguiente:

“En la sentencia T-760 de 2008 esta Corporación recogió y sistematizó las principales reglas desarrolladas por la copiosa jurisprudencia constitucional sobre el derecho a la salud. Particularmente, señaló que las personas tienen derecho a acceder a los servicios de salud que se requieran. Esto trae consigo varias consecuencias. Primero, que las entidades correspondientes deben garantizar el acceso a todos los servicios de salud contemplados dentro de los planes obligatorios de salud.
 
Segundo, que las entidades de salud tienen la obligación de proveer los servicios de salud que no están incluidos en los planes obligatorios de salud, cuando:
 
“(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.”[2]   
 
En este sentido, ha dicho la Corte que una entidad viola el derecho a la salud si se constata que ha negado la autorización de un servicio no incluido en el plan obligatorio, cuando “se requiera [que reúna las condiciones (i), (ii) y (iv)] con necesidad [condición (iii)]”[3].
 Tercero, que la prestación del servicio de salud debe ser eficiente, oportuno y con calidad. Primordialmente, este componente del derecho se desconoce cuando la negación para la autorización de un servicio incluido o no en el POS es justificada por parte de la EPS, debido a la falta de realización de trámites administrativos que, desde una perspectiva constitucional, carecen de razonabilidad puesto que son excesivos, demorados y engorrosos. Si bien puede exigirse llevar a cabo algunas formalidades administrativas, estas no pueden llegar al punto de obstaculizar y amenazar el goce de la vida y la integridad personal de quien requiere el servicio.
 
Cuarto, que la prestación del servicio de salud debe ser integral y continua. Para la Corte, la integralidad consiste en que la entidad responsable debe autorizar todos los servicios de salud que el médico tratante determina que un paciente requiere, sin que le sea posible fraccionarlos, separarlos, o elegir alternativamente cuáles de ello aprueba en razón del interés económico que representan”. (negrillas fuera del texto original).
De la atención en salud en el sistema especial de las Fuerzas Militares 

La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, indica que el Sistema General de la Seguridad Social no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional.
Mediante la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, se reguló el régimen especial de salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, dicha normativa definió la sanidad como el servicio público de salud esencial que se dirige a atender las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y sus beneficiarios; así mismo, determinó que el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP) es el organismo rector y coordinador de ese Sistema de Salud, instancia que  le corresponde aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial, al igual que los planes complementarios de salud, de acuerdo a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud.
Este especial Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, se encuentra regulado en el Decreto 1795 de 2000, normativa que a la altura del artículo de 2000 refiere que la SANIDAD es “un servicio público esencial de la logística militar y policial, inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios.”
 
El objeto del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional está establecido el artículo 5º ibídem que dispone: “prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios. (...)”, con carácter obligatorio, a través de los establecimientos de sanidad, con plena observancia de los principios, de calidad, ética, eficiencia, universalidad, solidaridad, protección integral, obligatoriedad, equidad y racionalidad, entre otros, que orientan la prestación del servicio de salud (artículo 6º).
Finalmente se tiene que en cumplimiento de sus funciones, el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional profirió los Acuerdos Nº 002 de 2001 “Por el cual se establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial” y 042 de 2005, “Por el cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”, documentos que fungen como Plan Obligatorio de Salud.

Frente a este régimen especial y su Plan Obligatorio de Salud, ha manifestado la H. Corte Constitucional que sus beneficios o cubrimientos no pueden ser inferiores a los que rigen dentro del sistema general.
Trámites administrativos no pueden interrumpir la prestación efectiva del servicio de salud.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud,  son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnostico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.

De los costos de transporte y manutención cuando requiere atención médica en otra ciudad.

Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia T-760 de 2008, reiterada en la T-828 de 2012  indicó que aun cuando el transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos en estricto sentido, es claro que hay eventos en los que, para que el paciente tenga acceso efectivo al servicio de salud, es necesario su desplazamiento al lugar donde le será prestada la atención médica que requiere y que fue prescrita por su médico tratante o por la EPS, traslado que deberá ser asumido por ésta última, cuando se acredite “(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario”.
Del tratamiento integral. 

Frente a la integralidad del tratamiento, ha dicho la jurisprudencia constitucional que la atención y el tratamiento a que tienen derecho las personas que se encuentran afiliadas al sistema de seguridad social en salud, son integrales, es decir, que debe contener todo el cuidado, suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de diagnóstico, tratamientos de rehabilitación y todo aquello que el médico tratante considere necesario para salvaguardar o recuperar la salud del paciente o para minimizar sus padecimiento, de manera tal que pueda llevar una vida en condiciones dignas, sin que, por cada uno de estos servicios, el paciente se vea avocado a iniciar una acción de tutela.

Al respecto en la sentencia T-022-2011 se afirmó:
  “la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.”
 (Subrayado fuera de texto).

Caso concreto:
Se encuentra acreditado dentro del infolio que el accionante recibe los servicios de salud por estar vinculado a la Dirección General de Sanidad Militar, pues así se extrae del carné visible a folio 4.
De la copia de la historia clínica visible a folio 5, se advierte que en realidad se trata de un paciente con diagnóstico de diabetes mellitus tipo II, con alto riesgo cardiovascular por presentar obesidad mórbida y con edema grado I en los miembros inferiores, motivos por los cuales, la doctora Adriana Rivera –médica tratante- como plan de manejo le ordenó además de unos medicamentos, una valoración con nutricionista, esta última es la que echa de menos el accionante.
Si bien, no se allegó prueba que permita inferir que en realidad el señor Ramírez Gutiérrez solicitó la autorización de la cita con el nutricionista ante la Dirección Seccional de Sanidad Militar y que esta dependencia haya dejado pasar un tiempo considerable sin proceder de tal manera; lo cierto es que en la contestación que a la presente acción emitió a través de la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo”, no indicó nada diferente y por el contrario afirmó no haber emitido la misma por cuanto el servicio solicitado por el actor no es prestado por la red externa; con lo cual se advierte configurada la vulneración al derecho a la salud del accionante, toda vez que se imponen razones administrativas para justificar la falta de prestación del servicio requerido por el accionante.
Ahora bien, indica el aludido señor que requiere dos curaciones semanales de las úlceras que presenta en los pies, sin embargo, no se evidencia dentro de la actuación orden médica para las mismas, sin embargo, es necesario precisar que ese padecimiento sí se encuentra relacionado en la historia clínica antes mencionada, pues recuérdese que allí se hace alusión a que presenta “edema Grado I con medias de compresión”, de tal manera que como se solicita tratamiento integral, el mismo se autorizara en relación con los diagnósticos de “DIABETES MELLITUS TIPO II, CON ALTO RIESGO CARDIOVASCULAR POR PRESENTAR OBESIDAD MÓRBIDA Y CON EDEMA GRADO I EN LOS MIEMBROS INFERIORES”; con el fin de que no tenga que acudir a una nueva acción constitucional, en caso de que le sea negado un servicio o se presente tardanza en su autorización, respecto de esas patologías.
Finalmente, teniendo en cuenta que la accionada indica que la valoración con nutricionista se llevará a cabo en la ciudad de Armenia y como el accionante indicó que es una persona de escasos recursos económicos, condición que no fue desvirtuada, se autorizará igualmente el suministro de viáticos para él y para un acompañante.
Consecuente con lo hasta aquí considerado, se tutelará el derecho a la salud del accionante y se ordenará a la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda, a través de la Directora del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, capitán Teresa Liliana Leyva Quintero que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, realice todas las gestiones necesarias, para que el tutelante sea valorado por el nutricionista. Se le ordenará además disponer el tratamiento integral en relación con los diagnósticos que padece, dentro del cual han de entenderse inmersos los viáticos para él y un acompañante con el fin de acudir a las citas o valoraciones que le sean ordenadas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Cuarta de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular el señor CARLOS ANDRÉS RAMÍREZ GUTIÉRREZ.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad Militar – Seccional Risaralda, a través de la Directora del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, capitán Teresa Liliana Leyva Quintero que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, realice todas las gestiones necesarias, para que el tutelante sea valorado por el nutricionista. Se le ordenará además disponer el tratamiento integral en relación con los diagnósticos de “DIABETES MELLITUS TIPO II, CON ALTO RIESGO CARDIOVASCULAR POR PRESENTAR OBESIDAD MÓRBIDA Y CON EDEMA GRADO I EN LOS MIEMBROS INFERIORES”; dentro del cual han de entenderse inmersos los viáticos para él y un acompañante con el fin de acudir a las citas o valoraciones que le sean ordenadas.


TERCERO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

CUARTO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN        JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

         Magistrada    




Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T-022 de 2011. M.P. Luís Ernesto Vargas Silva. 





